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Provincia de Buenos Aires 

Honorable Cámara de Diputados


PROYECTO DE RESOLUCION
LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
RESUELVE:

Dirigirse al Honorable Congreso de la Nación, a efectos de considerar la sanción de la siguiente modificación al Artículo 260º del Código Penal Argentino. 

“Artículo 260: Será reprimido con inhabilitación especial de un mes a tres años, el funcionario público que diere a los caudales o efectos que administrare una aplicación diferente de aquélla a que estuvieren destinados. Si de ello resultare daño o entorpecimiento del servicio a que estuvieren destinados, se impondrá además al culpable, multa del veinte al cincuenta por ciento de la cantidad distraída.
La pena será de seis meses a tres años, cuando se tratare de fondos producidos por la actividad lúdica”.
FUNDAMENTOS

De la simple lectura del artículo 37 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, se advierte con claridad cual ha sido el espíritu de los diputados convencionales, a la hora de decidir el destino que debía darse al producido de la actividad lúdica. En efecto, la referida disposición establece textualmente:

“Todos los habitantes de la Provincia gozan del derecho a recibir, a través de políticas efectivas de acción social y salud, las utilidades producidas por los juegos de azar, debidamente creados y reglamentados por ley.

La Provincia se reserva, como derecho no delegado al Estado Federal, la administración y explotación de todos los casinos y salas de juegos relativas a los mismos, existentes o a crearse; en tal sentido esta Constitución no admite la privatización o concesión de la banca estatal a través de ninguna forma jurídica.

La ley que reglamente lo anteriormente consagrado podrá permitir la participación del capital privado en emprendimientos de desarrollo turístico, en tanto no implique la modificación del apartado anterior.”

Pese a lo establecido por la citada disposición constitucional, en los hechos puede advertirse que el producido por las distintas actividades del género que se desarrollan en este territorio, benefician notoriamente a los operadores privados en detrimento del Estado, desvirtuando en consecuencia tanto la letra como el espíritu de la norma fundamental.

Es sin duda, de vital importancia, que la gran masa de dinero así obtenida, sea empleada precisamente en una actividad de tamaña importancia como lo es la relativa a la acción social y salud pública, hoy comprometida por los magros porcentajes que se destinan en el presupuesto anual.

El Código Penal en su Capítulo VII, tipifica distintas figuras de malversación de caudales públicos que sancionan el uso de los fondos del Estado, con fines diferentes a aquellos específicos a que se encuentran afectados.

En esta línea de pensamiento, estimamos prudente elevar el mínimo de la pena, cuando la desviación de fondos se vincule con actividades relacionadas al juego.

Va de suyo, que el dictado y por ende la modificación del los códigos de fondo, constituye una facultad que las provincias han delegado al gobierno federal, en la especie, al Congreso de la Nación (Conf. Art. 75, inciso 12 de la Constitución Nacional)

Ahora bien, ello no es óbice para que este Honorable Cuerpo, se dirija al Congreso federal a efectos de que considere la posibilidad de modificar el Código Penal en la forma propuesta.

Por los motivos expuestos, a la Honorable Cámara solicito, de aprobación al anejo Proyecto de Resolución.
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